JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUMERO CINCO DE ARRECIFE ( ANTIGUO JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCIÓN Nº 5)


PIEZA 8 ( derivada de las DP 697/08)








AUTO

En Arrecife a  14 de febrero de 2013.

                                                 HECHOS

UNICO.- Las presentes diligencias se incoaron, por un presunto delito de Ttráfico de Influencias y/o prevaricación, falsedad en documento mercantil y malversación de caudales públicos,habiéndose practicado cuantas diligencias se estimaron necesarias para determinar la naturaleza y circunstancias de los hechos, de las personas que en ellos tuvieron participación, así como del órgano competente para el enjuiciamiento










 


                   RAZONAMIENTOS JURIDICOS

PRIMERO.- Dispone el art 779 de la LECr . Practicadas sin demora las diligencias pertinentes, el Juez adoptará mediante auto alguna de las siguientes resoluciones:

1. Si estimare que el hecho no es constitutivo de infracción penal o que no aparece suficientemente justificada su perpetración, acordará el sobreseimiento que corresponda notificando dicha resolución a quienes pudiera causar perjuicio, aunque no se hayan mostrado parte en la causa. Si, aun estimando que el hecho puede ser constitutivo de delito, no hubiere autor conocido, acordará el sobreseimiento provisional y ordenará el archivo.

2. Si reputare falta el hecho que hubiere dado lugar a la formación de las diligencias, mandará remitir lo actuado al Juez competente, cuando no le corresponda su enjuiciamiento.

Si el hecho estuviese atribuido a la jurisdicción militar, se inhibirá a favor del órgano competente. Si todos los imputados fuesen menores de edad penal, se dará traslado de lo actuado al Fiscal de Menores para que inicie los trámites de la 

3. artículo 757Si el hecho constituyera delito comprendido en el , seguirá el procedimiento ordenado en el capítulo siguiente. Esta decisión, que contendrá la determinación de los hechos punibles y la identificación de la persona a la que se le imputan, no podrá adoptarse sin haber tomado declaración a aquélla en los términos previstos en el artículo 775.
4. Si, en cualquier momento anterior, el imputado asistido de su abogado hubiere reconocido los hechos a presencia judicial, y estos fueran constitutivos de delito castigado con pena incluida dentro de los límites previstos en el artículo 801, mandará convocar inmediatamente al Ministerio Fiscal y a las partes personadas a fin de que manifiesten si formulan escrito de acusación con la conformidad del acusado. En caso afirmativo, incoará diligencias urgentes y ordenará la continuación de las actuaciones por los trámites previstos en los artículos 800 y 801.
2. En los tres primeros supuestos, sino hubiere miembro del Ministerio Fiscal constituido en el Juzgado, ni hubieren interpuesto recurso las partes, se remitirán las diligencias al Fiscal de la Audiencia, el que, dentro de los tres días siguientes a su recepción, las devolverá al Juzgado con el escrito de interposición del recurso o con la fórmula de visto, procediéndose seguidamente en este caso a la ejecución de lo resuelto.”

SEGUNDO.- En el presente procedimiento han sido múltiples y muy variadas las diligencias de prueba practicadas, en aras a determinar la existencia o no de indicios de criminalidad sobre los hechos que dieron lugar a la formación de la presente pieza.

Los referidos indicios, y a los solos efectos de la fase de instrucción se deducen de las diligencias de investigación practicadas, en concreto en base a las diversas conversaciones telefónicas, declaraciones de los coimputados, reconocimiento parcial de hechos por parte de alguno de los encartados, documental tanto aportada por alguno de los imputados como de la que fue objeto de oficio por parte de este Juzgado y remitido desde las entidades perjudicadas, a saber, Inalsa y el Excmo Ayuntamiento de Arrecife, las intervenidas en las entradas y registros debidamente acordadas en el marco de las DP 697/08 de la que deriva la presente pieza,  las testificales practicadas, que ascendieron a más de una veintena,  así como por razón de la contundencia de la valoración conjunta de la prueba practicada en el seno de la instrucción.

El Sr Rodríguez Batllori recibió durante el periodo comprendido de marzo de 2008 a abril de 2009 la cantidad de 16.941,18 euros  del Ayuntamiento de Arrecife y la de 26.089,40 euros del la entidad INALSA siendo que por esas fechas el Sr Batllori figuraba,  siendo que las cantidades abonadas lo fueron a cargo del erario público, en concreto el Ayuntamiento de Arrecife abona al mismo en concepto de:

Expediente contable 3276/08 fecha  8/09/02008 importe 10.588,24 € trasferidas al nº de cuenta titularidad del Sr Batllori 0049 5510 56 2095347208-

Expediente contable 1095/09  fecha 01/04/2009 importe 6.352,94 € trasferidas al nº de cuenta titularidad del Sr Batllori 0049 5510 56 2095347208.

El total bruto abonado por el Ayuntamiento de Arrecife,  no obstante,  ascendió a 19.764,72 euros.

La entidad pública Inalsa, abona en concepto de honorarios de Letrado, por labores de colaboración y asesoramiento al Sr Batllori :

Orden de pago AGP 877 DE FECHA 13/06/2008, factura contable 1052  por honorarios de los meses de abril y marzo de 2008 por importe de 6.000 €, mas retenciones e IGIC 

Orden de pago AGP AGP 878 de fecha 08/08/2008 , factura contable 1747, honorarios de junio y julio de 2008 por importe de 3.176,47 € mas retenciones e IGIC .

Orden de pago AGP AGP 942 de fecha 29/10/2008 , factura contable 110, honorarios de agosto y septiembre de 2008 por importe de 3.176,47 € mas retenciones e IGIC 

Orden de pago AGP AGP 109 de fecha 11/02/2009 , factura contable 0009, honorarios de octubre y noviembre de 2008 por importe de 3.176,47 € mas retenciones e IGIC 

Orden de pago AGP AGP 118 de fecha 20/02/2009 , factura contable 19, honorarios de diciembre de 2008  y enero de 2009 por importe de 3.176,47 € mas retenciones e IGIC 

Orden de pago AGP AGP 339 de fecha 06/05/2009 , factura contable 35, honorarios de febrero y marzo de 2009 por importe de 3.176,47 € mas retenciones e IGIC.

 El total bruto abonado por la Inalsa , no obstante, ascendió a 26.089,40 euros.

El Sr Dimas Martin Martín, ex Presidente  del Cabildo Insular de Lanzarote y fundador del Partido de Independentistas de Lanzarote PIL, y por esas fechas condenado por delito se encontraba cumpliendo pena privativa de libertad, siendo que el mismo estaba siendo objeto de investigación en el seno de las DP 697/08, resultando la existencia de diversas conversaciones telefónicas de las que se puede extraer claramente indicios en su contra. Siendo que se ha podido extraer que Dimas desde su situación de especial poder dentro del partido PIL, y pese a estar condenado con pena entre otras de inhabilitación, mantenía un dominio absoluto respecto a las órdenes e instrucciones  concretas a dar a los Concejales de su partido en el Ayuntamiento de Arrecife y en  INALSA, igualmente dirigida por representantes del PIL. Siendo así que bajo dichas premisas Dimas se prevalió de su superior jerarquía dentro del PIL utilizando conscientemente tal ascendencia para lograr beneficiar económicamente al Batllori por las gestiones que éste hacia en su nombre. En este sentido incluso uno de los testigos que declara a instancias de la defensa del Sr Batllori, el Sr Cobo, llega a decir textualmente “ que como ciudadano las decisiones del PIL se tomaban por Dimas” y ello en el marco de la entrevista que habrían mantenido Dimas y Batllori con el testigo con ocasión del concurso de acreedores de Inalsa ( sociedad de capital público).

 Los coimputados, principalmente los Concejales del Ayuntamiento de Arrecife del Grupo PIL, ( Jose Miguel Rodriguez, Maria Luisa Blanco) coinciden en señalar que el Sr Dimas Martin habló con ellos para que Batllori les asesorara en el Ayuntamiento. Que mantuvieron una sola reunión en la cafetería de un hotel y después de ello, si bien hablaron en ocasiones con el Sr Batllori, ninguno de ellos ha podido concretar que funciones tenia encomendadas, en concepto de qué lo hacía, mediante que tipo de contrato ( al margen del contrato verbal, de sobra conocido de imposible aplicación en el ámbito de la Administración Pública), si llegó a presentar algún informe en el sentido que fuera, cuáles eran las necesidades que venía a cubrir, porque la Corporación precisaba de un Letrado. Uno de los imputados reconoce que el Sr Batllori no desarrolló trabajo alguno para el Ayuntamiento, si bien se le abonaron dos facturas. Lo mismo cabe decir de la entidad Inalsa, en la que al igual que en el Ayuntamiento de Arrecife, ni consta contrato, ni consta la necesidad de contratación, ni consta en qué consistió su trabajo, al margen de entrevistas, de no mas de media hora y en una sola ocasión con distintas autoridades del Gobierno de Canarias y otras empresas públicas, sin resultado alguno materializado. 

 Los concejales y cargos de INALSA, en concreto la imputada Plácida Guerra en concepto de Consejera Delegada y  Rafael Elorrieta ( yerno de Dimas Martín Martín ) en concepto de Gerente, siguiendo las instrucciones de Dimas, cerraron un acuerdo verbal con Batllori consistente en el pago de cantidades bimestrales con cargo a los fondos públicos del Ayuntamiento y de INALSA a los que tenían disposición, una vez Batllori presentara, a modo de justificación, unas facturas en concepto de minutas de honorarios por labores de asesoramiento, plenamente conscientes, que la documentación mercantil presentada era inveraz en tanto que no respondía a trabajo alguno.

En ejecución de este ilícito plan de beneficiar a un particular por las gestiones que éste realizara en favor de Dimas, se prescindió de manera grosera de trámites absolutamente esenciales en la normativa de la contratación del sector público, dirigido a hacer valer y velar el cumplimiento del interés general que aparece quebrantado y existen claros indicios de la sustracción de caudales públicos y presentación de factura falsa para justificar el desvío.

SEGUNDO.- Los hechos así descritos podrían ser constitutivos, sin perjuicio de ulterior calificación del Ministerio Fiscal y acusaciones personadas del/los siguiente/s delito/s,  continuado de malversación de caudales públicos, del art 74 y 432.1 del CP, continuado de prevaricación administrativa del art 74 y 404 del CP,  continuado de falsedad en documento mercantil del art 74 y 390.1.2º del CP, y fraude a la administración del art 436 del CP y concurriendo al menos indiciariamente los requisitos típicos exigidos por las correspondientes normas penales, imputables a título de autores al/los imputado/s referido/s en el antecedente de hecho segundo de este auto:

1) Los imputados Dimas Martín Martín , Francisco Javier Rodríguez Batllori, José Miguel Rodríguez Sánchez y María Luisa Blanco Caraballo  , coautores de un delito de continuado de malversación de caudales públicos, del art 74 y 432.1 del CP, continuado de prevaricación administrativa del art 74 y 404 del CP,  continuado de falsedad en documento mercantil del art 74 y 390.1.2º del CP, y fraude a la administración del art 436  del Código Penal.

2) Los imputados Dimas Martín Martín , Francisco Javier Rodríguez Batllori, Placida Guerra Cabrera y Rafael Elorrieta Larrea, coautores de un delito de continuado de malversación de caudales públicos, del art 74 y 432.1 del CP, continuado de prevaricación administrativa del art 74 y 404 del CP,  continuado de falsedad en documento mercantil del art 74 y 390.1.2º del CP, y fraude a la administración del art 436  del Código Penal.

No debemos olvidar la finalidad que corresponde al auto de trasformación a la fase intermedia del procedimiento abreviado de fijar los términos del debate jurídico de la fase intermedia, marcando un margen de actuación en los hechos y perfilando una posible tipificación jurídica de los mismos que, sin vincular estrechamente a las partes, sí delimita en su esencialidad el objeto del proceso penal en lo sucesivo.

TERCERO.-De conformidad con lo establecido en el art. 779.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y tratándose de supuesta/s infracción/es criminal/es comprendida/s entre las descritas en el art. 779.1,4ª de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, procede seguir las actuaciones por el trámite del  Procedimiento Abreviado establecido en el Capítulo III, Título III, Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.





PARTE DISPOSITIVA.

Sigan las actuaciones por el trámite del  Procedimiento Abreviado establecido en el Capítulo III, Título II, Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal contra Dimás Martin Martín, Francisco Javier Rodriguez Batllori, Jose Miguel Rodriguez  Sánchez, Maria Luisa Blanco, Plácida Guerra Cabrera y  Rafael Elorrieta  Larrea en cuanto se refiere a los hechos e infracciones criminales descritos en el presente Auto, haciéndose las anotaciones oportunas en los libros de su clase.

Dese traslado de las presentes actuaciones al Ministerio Fiscal, y, en su caso, a las acusaciones personadas, para que en el plazo común de diez días soliciten la apertura del Juicio Oral formulando escrito de acusación, instando el sobreseimiento de la causa, o en su caso, de ser procedente, la práctica de diligencias de investigación complementarias de las referidas en el art. 780.2 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Notifíquese la presente resolución a las partes personadas y al Ministerio Fiscal, instruyéndoles de que contra la misma caben recursos de reforma y apelación, debiendo interponerse el primero ante este juzgado en el improrrogable término de tres días, y el segundo, que podrá serlo también subsidiariamente en las condiciones anteriormente descritas, igualmente ante este Juzgado, en el improrrogable término de cinco días.

Así por éste su Auto lo pronuncia, manda y firma  la Sra Dña MARIA JESUS HERNANDEZ ELVIRA, Magistrado-Juez de Instrucción Nº 5 de los de Arrecife; de lo que doy fe.

Ante mí.

